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1.- VISTOS 

Procede la Sala a desatar la impugnación interpuesta por la apoderada de la Procuraduría Regional, en su calidad de entidad accionada, dentro de la acción de tutela promovida por el señor EDGAR BAÑOL ZAPATA en busca de la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, buen nombre, a la igualdad y a la dignidad persona, que concluyó con fallo favorable a sus intereses, proferido el pasado seis (6) de febrero de dos mil seis (2006) por el señor Juez Quinto Penal del Circuito.
2.- DEMANDA 

Señaló el actor que laboró en la desaparecida Caja Agraria, por espacio de tres años, desde el diez (10) de febrero de mil novecientos noventa y cuatro (1994) hasta el seis (6) de febrero de mil novecientos noventa y siete (1997). Desde ese año y hasta el 2001, estuvo vinculado a la Universidad del Quindío y solicitó los certificados de antecedentes disciplinarios ante la Procuraduría General de la Nación, Regional Risaralda, sin que fuera notificado de la investigación ni del fallo.
Relata que desde el segundo semestre de 1997, reside en la Calle 27 No. 1-67 de esta ciudad, según consta en el formulario de vinculación al Sistema General de Pensiones del Seguro Social (19 de febrero de 1998) y en constancia de pérdida de documentos tramitada ante la Secretaría de Gobierno del Municipio de Pereira, fechada el 26 de julio de 1999.

El día diez (10) de agosto de dos mil cinco (2005) pidió un certificado de antecedentes disciplinarios con el objeto de concursar como docente de la Universidad del Quindío, en el que sorpresivamente encontró reportada una sanción disciplinaria consistente en suspensión por quince (15) días, proferida el quince (15) de noviembre de dos mil uno (2001), de la cual dice nunca tuvo noticia, ni fue notificado directa o indirectamente a pesar de haber solicitado dos (2) certificados anuales de antecedentes disciplinarios en la Procuraduría General de la Nación, Regional Risaralda y no haber cambiado de residencia en los últimos nueve (9) años.

Hechas las averiguaciones pertinentes, constató que tal investigación se refirió a una supuesta actuación contraria a sus deberes, del año 1996, es decir, que después de diez (10) años aparece como infractor en un asunto en el cual no tuvo la oportunidad de ser escuchado, controvertir las pruebas y ejercer la totalidad de garantías legales y procesales que consagra la Ley y la misma Carta Política. Por tal situación, vio limitada su oportunidad de continuar en el concurso como docente de la Universidad del Quindío, para el que había sido admitido en su fase preliminar.
No encuentra una solución diversa a buscar el amparo de la tutela, a la cual acude como mecanismo transitorio por el perjuicio que se le está causando y dada la premura de su situación actual. Manifiesta que de nada serviría acudir a otras alternativas para atacar el acto administrativo sancionatorio, cuando por hechos acaecidos hace diez (10) años se le sanciona y considera discutible la prescripción de la acción al momento de emitirse el fallo por parte de la Procuraduría Regional de Risaralda.

Señala la existencia de varias vías de hecho, entre ellas, el no habérsele comunicado la decisión que ordenó la indagación preliminar, tal como lo disponía el artículo 80 de la Ley 200 de 1995, ni tampoco se le dio aviso de la iniciación de la investigación disciplinaria, con lo cual habría podido conocer la existencia de la investigación, y además, controvertir y aportar pruebas en una fase crucial y propicia para sus intereses. Una vez la actuación llegó a la Procuraduría, se emitió pliego de cargos el doce (12) de agosto de dos mil uno (2001) que se intentó notificar en una dirección que no correspondía y se procedió a realizar la notificación subsidiaria por edicto. Si bien es cierto, a partir de ese momento, se le nombró defensor de oficio, destaca como un error fatal de procedimiento que al emitirse el fallo, al otro día se notifique a tal profesional el mismo, de manera personal, así como se hizo con los otros vinculados a la investigación. Sobre este proceder en particular, echa de menos la notificación por edicto a los ausentes, dado que la norma del artículo 88 del Código Disciplinario Único, era clara en cuanto que a pesar de haber notificado el fallo al defensor de oficio debía surtirse la fijación del edicto como medio eficaz de garantizar al reo una adecuada defensa y la garantía que se deriva de ese acto instrumental vital e irrenunciable.
Conceptúa que la omisión de trámites sustanciales dentro de la actuación, como las notificaciones en debida forma, afecta esencialmente el debido proceso al entronizar un marcado desconocimiento de las formas propias del juicio y lacera en forma directa el derecho de defensa. Su pretensión se encamina a dejar sin efecto la decisión administrativa sancionatoria, dado que al presentar una vía de hecho, admite su pérdida de vigencia jurídica por vía de tutela.
3.- FALLO 

El señor Juez del conocimiento, previa recepción del testimonio del accionante y análisis de la respuesta suministrada por la apoderada de la Procuraduría Regional, con advertencia de no ser competente para pronunciarse sobre el fondo de la decisión tomada por la Procuraduría Regional, relacionada con la sanción impuesta al señor BAÑOL ZAPATA, encontró que en la mayor parte del procedimiento administrativo adelantado se habían respetado las reglas propias de tal actuación; sin embargo, conceptuó  que en su fase final, en verdad se había presentado una vulneración de los derechos de defensa y al debido proceso del actor, dado que la Procuraduría no podía obviar los pasos señalados en el artículo 88 de la Ley 200 de 1995, por ser imperativo para la notificación de varias decisiones -entre ellas el fallo- citar al investigado a la dirección que de él se conociera y si no comparecía, para no quebrantar su derecho de defensa, en todos los casos, se debía fijar edicto.

La norma incluso, iba más allá al prescribir que a pesar de haberse fijado el edicto, cuando el disciplinado estaba asistido por apoderado, con él se surtiría la notificación personal, previo el cumplimiento del procedimiento anteriormente señalado.

Estimó el señor fallador, que la accionada dio por sentado que en esa ocasión tampoco iba a localizar al investigado en la dirección en la que ya había intentado citarlo, y no consideró viable la notificación por edicto, pues prefirió notificar personalmente la decisión al apoderado del señor BAÑOL. Sin embargo, la norma era clara en cuanto antes de realizar tal notificación debía agotarse la citación del disciplinado y la fijación del edicto. Esa clase de notificación existía para insistir en la localización del imputado, ya que de haberse hecho de esa manera, quedaba la posibilidad que con el edicto el accionante hubiera tenido conocimiento del asunto que se tramitaba en su contra. Empero, se obvió ese trámite y con ello se vulneró el debido proceso al que tenía derecho el disciplinado. No se había notificado en debida forma el fallo sancionatorio, con lo cual no se cumplieron las normas propias del juicio y, de paso, se había cercenado el derecho de defensa.

En ese orden de ideas, concedió el amparo deprecado y dejó sin efectos la notificación realizada del fallo proferido por la Procuraduría Regional, para que en su lugar, dentro de un término de treinta (30) días, la entidad procediera a notificarle en debida forma dicha decisión, para lo cual debería verificar si había operado el fenómeno de la prescripción. Además, solicitó que se realizaran las gestiones pertinentes para que se expidiera el certificado de antecedentes al actor, sin la correspondiente anotación sancionatoria, en atención a la decisión adoptada. 
 4.- IMPUGNACIÓN

La abogada que vela por los intereses de la Procuraduría Regional, refiere que el despacho de primera instancia no hizo pronunciamiento alguno acerca de las razones que se esbozaron en la defensa y que estimaba necesario fueran estudiadas por el superior para que se determine si existió o no una vulneración del debido proceso y si procedía la acción de tutela, pues no cumplía con la exigencia de la inmediatez de vulneración de derechos invocados, sobre lo cual itera que nada se había dicho en el fallo. 
Señala que la situación que motivó la interposición de este mecanismo fue lo relacionado con la participación en un concurso de docentes convocado por el Estado, pero el antecedente que le aparecía al actor en nada entorpecía su participación en el mismo, por cuanto se trataba de cargos que no requerían para su provisión la ausencia total de antecedentes. Así la acción de tutela no procedía, por cuanto lo que se pretendía era revivir términos de un proceso que se encontraba debidamente ejecutoriado y se desarrolló bajo la observancia de las normas propias de cada juicio.
Admitió que los artículos 87 y 88 fijaban la forma de notificación por edicto para determinadas providencias que no pudieron notificarse personalmente y frente a ello trascribió el contenido del artículo 154 de la Ley 200 de 1995, relacionado con el juzgamiento del ausente, en cuanto hacía referencia a que si el disciplinado no presentaba descargos, se dejaría constancia de ello y se le designaría un apoderado que lo representara en el trámite procesal; situación que había sido dejada de lado por el a-quo al no hacer alusión a ella en su sentencia, a pesar de haberse invocado al contestar la demanda.

En ese entendido, la Procuraduría Regional de Risaralda buscó garantizar una defensa y fue así como al no haberse logrado la comparecencia del disciplinado durante el desarrollo del proceso se le designó un apoderado de oficio que lo representara en el trámite, entonces, para qué surtir la notificación por edicto, si ya contaba con la defensa técnica. La norma permitía continuar la investigación con ese apoderado de oficio y, por ende, no era necesaria la notificación por edicto del disciplinado y la garantía del derecho de defensa radicaba en el nombramiento de un profesional que lo asistiera.

Acude a los casos en los cuales la Corte Constitucional considera que una sentencia puede ser atacada por vía de tutela, aquellos que son considerados como vía de hecho, que se produce cuando el juzgador en forma arbitraria y con fundamento en una sola voluntad, actúa en franca y absoluta desconexión con la voluntad del ordenamiento jurídico y es constatable a simple vista.

En el presente evento, no se incurrió en una vía de hecho por cuanto dentro del expediente se había llamado al disciplinado en varias oportunidades para que compareciera a ejercer su derecho de defensa, que reconoció la primera instancia como cumplido legalmente; por tanto, se le nombró el abogado de oficio, con quien se surtió el trámite, razón por la cual la ausencia de la notificación por edicto frente al juzgamiento del disciplinado ausente, se torna inocua y no sustancial.

Con tales argumentos, solicitó la revocatoria del fallo impugnado, en vista de que la Procuraduría no desconoció en momento alguno derechos fundamentales del accionante y la decisión adoptada estuvo acorde con los lineamientos legales y jurisprudenciales existentes.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Del escrito pertinente y tal como se reseñó en acápite pertinente, se desprende que el ataque a la providencia se remite a dos situaciones concretas que serán analizadas por la Sala:1) La no existencia del principio de la inmediatez en la acción incoada y, 2) La no obligatoriedad de la notificación por edicto, en el caso del disciplinado declarado persona ausente. Sobre tales aspectos, se dirá:
5.1. La inmediatez.
Sobre el principio de inmediatez, son múltiples los pronunciamientos de nuestro máximo órgano de cierre constitucional, que hacen referencia a que la acción debe interponerse dentro de un término razonable y oportuno, de tal manera que no se convierta en herramienta empleada para premiar la desidia, negligencia o indiferencia de los actores, o incluso, se torne en un factor de inseguridad jurídica. En concreto, respecto del ejercicio del mecanismo constitucional para atacar decisiones judiciales, una de cuyas especies ahora nos ocupa, ha dicho:
Tratándose de procesos judiciales, esta Corporación considera que el juicio sobre la razonabilidad del término ha de ser riguroso en comparación con los otros casos que se llevan ante la justicia constitucional. El propio legislador ha considerado este elemento al regular el recurso de casación, que no puede interponerse en cualquier tiempo, de manera que no se acuse, de forma sorpresiva e inoportuna, la ilegalidad de la decisión judicial. Así pues, el plazo razonable no se ha establecido a priori, sino que serán las circunstancias del caso concreto las que lo determinen. Sin embargo, se ha indicado que deben tenerse en cuenta algunos factores para analizar la razonabilidad del término: 1) si existe un motivo válido para la inactividad de los accionantes; 2) si esta inactividad injustificada vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión y, 3) si existe un nexo causal entre el ejercicio inoportuno de la acción y la vulneración de los derechos de los interesados.

Desde ese punto de vista, tenemos que es verdad que entre el proferimiento de la decisión que por este medio se ataca, es decir, noviembre quince (15) de dos mil uno (2001), y la fecha de interposición de la presente acción el día veinticuatro (24) de enero del presente año, ha transcurrido un considerable lapso. Empero, la inactividad que en principio se aprecia, no se debe a causas atribuibles al actor, en vista que tal como él lo afirma, solamente tuvo conocimiento de la existencia del fallo en su contra y por consiguiente de la respectiva investigación en el momento de serle expedido el certificado de antecedentes, es decir, el diez (10) de agosto del año dos mil cinco (2005). Esta particular circunstancia, tiene realce en la medida en que tal como lo pregona el accionante, nunca tuvo conocimiento de la investigación disciplinaria que se le adelantó, precisamente en calidad de disciplinado ausente. Por manera que no se puede hablar aquí de una demora injustificada para interponerse la acción en procura de la protección de sus derechos constitucionales, sencillamente porque hasta el mes de agosto del año anterior, no sabía o conocía de la sanción que pesaba en su contra.

Por demás, respecto de los otros dos requisitos exigidos por la jurisprudencia, vale la pena decir en primer lugar, que no se aprecia que la inactividad pueda vulnerar derechos de terceros y probablemente, sí exista un vínculo en el ejercicio oportuno de la acción y la vulneración deprecada, en particular, por cuanto se encontró un vicio de procedimiento que impidió la realización de la notificación de la decisión disciplinaria adoptada, precisamente a su destinatario.
En esas condiciones, es dable concluir que la acción fue presentada dentro de un término prudencial, que debe necesariamente calcularse desde el momento en que se expidió el certificado de antecedentes disciplinarios, particularmente, porque la entidad accionada no demostró que con anterioridad a tal acontecimiento el señor EDGAR BAÑOL ZAPATA fue debidamente enterado de la misma. Por demás, no puede pasar desapercibido que una vez se tuvo noticia de la novedad en los antecedentes, hubo necesidad de ir a la fuente de la sanción, obtener copias de lo adelantado e, incluso, buscar asesoría legal que lo orientara frente a la situación inesperada con la que se encontró.
5.2. Sobre el debido proceso.
Una de las garantías constitucionales y legales tal vez más trascendente en un Estado democrático, pero fundamentalmente en uno Social de Derecho como está organizado el nuestro, es el debido proceso, definido en términos de la Sentencia C-653 de 2001, como el derecho fundamental que tienen las personas que están siendo investigadas, penal o disciplinariamente, a que el procedimiento que se sigue para evaluar su conducta, responda a los principios de: legalidad, favorabilidad, derecho de defensa en sus dos componentes; presunción de inocencia y publicidad, igualdad ante la ley, respeto a la dignidad humana y resolución de la duda a favor de la persona investigada.
Como uno de los tópicos sobre los cuales forzosamente debe pronunciarse el Tribunal en este momento, es ni más ni menos que la referida omisión en la notificación del fallo disciplinario proferido, de la que se dijo en la instancia, era violatorio de las prerrogativas constitucionales del actor, del debido proceso, al atentar contra el principio de publicidad y por ende de defensa y contradicción como atrás quedó dicho, es indispensable traer a colación lo que ha constituido la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional cuando lo que está en entredicho es en concreto la comunicación oportuna y eficaz de las decisiones adoptadas por las autoridades, que causan efectos jurídicos sobre las personas que se han sometido a un proceso penal o disciplinario. Veamos entonces.

3.2.  A propósito de estos criterios, la Corte ha previsto que las anomalías que afectan la notificación de las decisiones judiciales tienen la suficiente entidad constitucional para catalogarlas como vías de hecho por defecto procedimental
[13].  En efecto, en la ejecución de los diferentes tipos o categorías de notificación judicial o administrativa se ha reconocido la materialización del principio de publicidad y la garantía de los derechos de defensa, contradicción y el debido proceso.  Así se estableció en la sentencia T 099 de 1995:

 

 

“Desde el punto de vista constitucional importa dejar en claro que la notificación, entendida como el conocimiento formal del administrado o de quien es parte o interviniente en un proceso judicial, sobre el contenido de las providencias que se adoptan por el juez o de los actos administrativos que lo afectan, tiene por fundamento específico la garantía del derecho de defensa, aspecto esencial del debido proceso, exigible en todas las actuaciones judiciales y administrativas, como lo impone el artículo 29 de la Carta.

 

“La notificación en debida forma asegura que la persona a quien concierne una determinación se halla enterada de su sentido y define simultáneamente -con fecha cierta- en qué momento ha tenido lugar la transmisión oficial de la respectiva información. Se asegura, entonces, no solamente que, conocida la decisión de que se trata, podrá el afectado hacer uso de los medios jurídicamente idóneos para la salvaguarda de sus intereses, sino que se preserva la continuidad del trámite judicial o administrativo correspondiente, pues la fecha de la notificación define los términos preclusivos dentro de los cuales podrá el notificado ejecutar los actos a su cargo. Resultan, por tanto, realizados el valor de la seguridad jurídica y los principios procesales de celeridad y economía.

 

“La falta probada de notificación, en especial la de aquéllos (sic) actos o providencias que tocan con derechos de quienes participan en el proceso o actuación, repercute necesariamente en las posibilidades de defensa de tales personas y perturba en alto grado el curso normal de los procedimientos, dando lugar por ello, en algunos casos, a la nulidad de lo actuado, y en otros a la ineficacia o carencia de efectos jurídicos de los actos que han debido ser materia de la notificación. Todo depende de las normas legales aplicables, según la clase de trámite.

 

“De todas maneras, de las exigencias constitucionales del debido proceso se deriva que ni los jueces ni la administración pública pueden actuar de espaldas a los interesados, ni fundar sus decisiones sobre la base de la ignorancia de ellos en torno a las decisiones que adoptan”
[14].  (Negrillas de la Sala, para destacar).

 

 

Posteriormente, sobre el mismo aspecto, en la sentencia T-400 de 2004
[15] se consideró:

 

 

“En tanto que elemento esencial del derecho al debido proceso, a lo largo de los años, la Corte ha mantenido una sólida línea jurisprudencial, en el sentido de que la notificación, en cualquier clase de proceso, se constituye en uno de los actos de comunicación procesal de mayor efectividad, en cuanto garantiza el conocimiento real de las decisiones judiciales con el fin de dar aplicación concreta al debido proceso mediante la vinculación de aquellos a quienes concierne la decisión judicial notificada, es un medio idóneo para lograr que el interesado ejercite el derecho de contradicción, planteando de manera oportuna sus defensas y excepciones. De igual manera, es un acto procesal que desarrolla el principio de la seguridad jurídica, pues de él se deriva la certeza del conocimiento de las decisiones judiciales.

 

 

En el mismo sentido, vale la pena tener en cuenta la sentencia T 003 de 2001
[16], en la que se dispuso lo siguiente:

“2.5. Las decisiones judiciales son actos esencialmente comunicativos. Por esta razón el legislador ha diseñado diferentes instrumentos a partir de los cuales pretende hacer efectivo el principio de la necesaria comparecencia de las personas a los entrados judiciales, para que sean éstas, en su condición de partes o de sujetos procesales, las que representen sus propios intereses, y brinden a su vez, la indispensable colaboración a las autoridades judiciales, para la buena marcha de la administración de justicia. De acuerdo con lo anterior, esta Corporación ha reafirmado su jurisprudencia en el sentido de precisar sobre "la necesidad y trascendencia de la notificación de las providencias judiciales, como una de las garantías con que cuentan los sujetos procesales para hacer efectiva la protección de sus  derechos al debido proceso y a la  defensa, así como la de terceros que puedan tener algún interés legítimo en su resultado (T-450/99. M.P. Alfredo Beltrán Sierra)”. 

 

“Lo anterior le permite afirmar a la Sala, que corresponde al aparato judicial, en los términos indicados por el legislador, llevar a cabo las notificaciones, a partir de las cuales las partes que actúan dentro del proceso, puedan conocer el contenido de las decisiones judiciales. Si ello no fuere así, las personas no tienen la oportunidad de conocer su existencia, ni mucho menos participar en su debate o impugnación, es decir, se deja sin eficacia alguna el ejercicio pleno del derecho de defensa.

 

“Lo anterior acarrea una anormalidad que por regla general puede ser subsanada, mediante declaración de nulidad dentro del mismo proceso. En razón de lo anterior, la acción de tutela sólo procederá, en aquellos casos en que de la autoridad judicial que adoptó la decisión asume una conducta evidentemente omisiva, en virtud de la cual no se permite garantizar el debido proceso, ni brinda a la parte afectada, la oportunidad para que asuma una defensa oportuna y adecuada de sus intereses, pues dicho actuar irregular pone a la persona en la absoluta imposibilidad de conocer la existencia del proceso y en una situación de manifiesta indefensión e inferioridad”. 
Tales planteamientos extractados de la reciente sentencia T-1209 del 24-11-2005. M.P. Dra. Clara Inés Vargas Hernández, señalan sin lugar a dudas la importancia de realizar las notificaciones de la manera en que se ha dispuesto en las respectivas normatividades aplicables a cada caso.
Con ese panorama en mente, no pueden ser de recibo para este Juez Constitucional de Segunda Instancia, los argumentos presentados en cuanto a que por tratarse de un procedimiento disciplinario adelantado con persona ausente, era suficiente la notificación personal del fallo emitido, al profesional que fungía como defensor de oficio del señor BAÑOL ZAPATA. Era precisamente esa condición de adelantarse el trámite sin la participación directa del investigado lo que hacía más explícita la obligación constitucional y legal de intentar en primer término la notificación principal de manera personal, para lo cual se debieron enviar las comunicaciones pertinentes a la dirección que aparecía registrada del sujeto pasivo del trámite iniciado; y, en segundo término, al fallar esta opción, acudir a la notificación ficta y subsidiaria por medio de la fijación del edicto, lo mismo que a la notificación al apoderado de oficio.

No otra interpretación se puede dar a los artículos 87 y 88 de la desaparecida Ley 200 de 1995, que fueron debidamente transcritos en el fallo de primera instancia, porque no hacen cosa diferente a desarrollar otros postulados de esa codificación que garantizan en conjunto el debido proceso. Nos referimos por ejemplo, a lo dispuesto en los artículos 75 (principios que rigen la investigación disciplinaria) cuando acoge como suyos la  igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad, publicidad y contradicción; 79 según el cual en virtud del principio de publicidad: 1. Las autoridades darán a conocer sus decisiones mediante las comunicaciones, notificaciones o publicaciones que las normas vigentes establecen; y, 80 relativa a la publicidad de las decisiones.
Por manera que, la autorización contenida en el artículo 154 ibidem para que el proceso disciplinario se adelante en ausencia del investigado, no es circunstancia que tenga fuerza jurídica para colegir que por ello no sea obligatoria la normativa a la que se hizo mención, dado que el apoderado de oficio que se nombra, no puede por manera alguna desplazar totalmente al llamado a responder, cuya comparecencia siempre será pertinente para que ejercite en debida forma su derechos de defensa y contradicción. De contera, el contenido del pluricitado artículo 88, no hace excepción alguna -como bien lo advirtió el señor Juez de primer grado- antes por el contrario ordena que en todos los casos, en lo que hace con las decisiones contempladas en la norma precedente, al no poderse realizar la notificación personal, debe recurrirse a la fijación del edicto. Así las cosas, la interpretación que se hace de las normas, cuando no hay confusión como aquí ocurre, debe ser literal y en ese sentido no es dable aplicar excepción alguna no contenida en la Ley.
5.3. Asunto final

La apoderada de la Procuraduría Regional de Risaralda, ha sido enfática en señalar como causa de improcedencia de la acción, el pretendido uso del certificado de antecedentes en un concurso docente, para el cual no es presupuesto la ausencia de antecedentes. Frente a ello, debe necesariamente decir la Sala, que si bien puede ser cierta la afirmación, no es válida como argumento para desestimar el amparo que se pide. En primer lugar, porque independientemente del uso que se le pretenda dar al certificado, lo cierto es que con desconocimiento de las reglas del debido proceso se profirió una decisión, que por más simple que se pretenda hacer ver, tiene consecuencias negativas sobre una persona; y, en segundo término, el argumento no impide al quejoso acudir al Juez constitucional para que se enderece una actuación inconstitucional.
En conclusión, la decisión adoptada en la primera instancia está debidamente motivada y sustentada en el ordenamiento jurídico pertinente, así como en las directrices jurisprudenciales existentes sobre la materia, en consecuencia, se impone su confirmación integral. 
6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela proferido por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, que ha sido impugnado. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

            
VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
� Sentencia T-570 del 26-05-2005 M.P. Clara Inés Vargas Hernández.


�[13]  Al respecto, consúltese la sentencia T-703 de 2001 (M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra).


�[14]  Sala Quinta de Revisión, M.P.: José Gregorio Hernández Galindo.  Tutela en la que se concedió el amparo de derechos dentro de un proceso de carácter tributario en donde se pasó por alto la notificación personal. 


�[15]  Sala Novena de Revisión, M.P.: Clara Inés Vargas Hernández.  En este caso la Corte estudió las condiciones del emplazamiento de un discapacitado dentro de un proceso ejecutivo hipotecario y accedió a la protección de los derechos invocados.  Posteriormente, en la sentencia de constitucionalidad C-670 de 2004, cuando se estudió un aparte de la Ley 820 de 2003 (artículo 12) sobre arrendamiento de vivienda urbana, que limitaba los términos de notificación de los contratantes, el pleno de la Corporación argumentó: “Cabe recordar, que uno de los pilares fundamentales del debido proceso lo constituye el derecho de defensa, que se garantiza, no solo mediante la vinculación que corresponde hacer a los funcionarios judiciales de las personas que deben intervenir como parte en un proceso, previo el cumplimiento de las formalidades propias para ello, sino además, permitiéndoles alegar y probar dentro del mismo, todas aquellas circunstancias que consideren propias de para su defensa, entre las cuales deben incluirse aquellas que se orientan a poner de presente justamente una afectación al propio derecho de defensa por ineficacia o indebida notificación sustancial o procesal.|| Ahora bien, con la finalidad de garantizar el derecho de defensa en todos los procesos, el legislador ha previsto tanto la oportunidad como los diversos mecanismos procesales a través de los cuales las partes involucradas en los mismos pueden plantear al juez las argumentaciones y contra argumentaciones en torno a las cuales debe girar el correspondiente debate probatorio, los cuales no excluyen, sino que por el contrario incluyen, todas aquellas alegaciones relacionadas con las notificaciones que corresponda hacer dentro del proceso o aún de aquellas que corresponda realizar fuera del mismo para efectos contractuales (...) Así pues, en reiterada jurisprudencia ([e]ntre otras sentencias las siguientes: C- 472/92 ; T-140/93; T-083/94; T- 370/94; T- 444/94; C-627/96; T-684/98; T-309/01 y C- 648/01) la Corte ha resaltado la importancia que presenta la notificación en tanto que acto procesal encaminado a garantizar el ejercicio del derecho de defensa de quien debe acudir por ley a la contradicción del proceso, o de aquellas que deben realizarse por fuera del proceso para efectos contractuales, como por ejemplo en el caso del arrendamiento la notificación del cambio de dirección para recibir notificaciones judiciales y extrajudiciales, pues de su realización y con el cumplimiento de las formalidades previstas en la ley depende la garantía del derecho de defensa. || De tal manera, que asuntos como la ausencia de ciertas notificaciones o las innumerables y graves irregularidades en que se pueda incurrir al momento de efectuarlas, no pueden quedar sin posibilidad alguna de alegación por la persona afectada, pues un impedimento de tal naturaleza violaría su derecho fundamental al debido proceso”.


�[16]  Sala Primera de Revisión, M.P.: Eduardo Montealegre Lynnet.  En ese caso la Corte estudió los parámetros de las notificaciones judiciales que se adelantan dentro de un proceso penal.  Posteriormente, respecto de esta misma área, la sentencia C-641 de 2002 (M.P: Rodrigo Escobar Gil) fijó los siguientes parámetros: “De esta manera, el debido proceso como derecho fundamental de aplicación inmediata (C.P. Art. 85), en concordancia con los artículos 228 y 229 de la Constitución Política y de acuerdo con las disposiciones de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, se expresa a través de principios que regulan el acceso a dicha función pública, entre otros, se destacan los siguientes: la celeridad, publicidad, autonomía, independencia, gratuidad y eficiencia (...). 23. Uno de los principales dispositivos procesales para concretar el principio de publicidad es sin lugar a dudas la notificación de las providencias judiciales, pues por medio de ella las decisiones de los jueces son conocidas por las partes y terceros con interés jurídico. || La expresión notificar, en el campo del derecho, significa 'hacer saber' o 'hacer conocer'. Por ello, la notificación más que pretender formalizar la comunicación del inicio, desarrollo o agotamiento de una actuación, procura asegurar la legalidad de las determinaciones adoptadas en una instancia judicial, ya que al 'hacer conocer' se garantiza que los distintos sujetos procesales puedan utilizar los instrumentos o medios judiciales necesarios para la protección de sus intereses || Conforme a lo anterior, surge como obligación de las autoridades judiciales no sólo notificar sus decisiones a las partes, sino también a todos aquellos que tengan un interés jurídico en las distintas actuaciones que puedan afectar sus derechos. Lo anterior, con el fin de otorgarles la oportunidad de expresar sus opiniones y de presentar y controvertir las pruebas allegadas en su contra. Con todo, dichas actuaciones judiciales deben ajustarse siempre a las disposiciones, los términos y las etapas procesales descritas en la ley (subrayado fuera de texto original).
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